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1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de esta providencia la impugnación interpuesta por la entidad accionada  (Instituto del Seguro Social) contra el fallo de tutela proferido el treinta y uno (31) de agosto de dos mil cinco (2005) por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por el señor MARIO IZA FAJURY.

2.- DEMANDA 

El accionante puso en conocimiento de la judicatura tener 75 años de edad y sufrir de diabetes avanzada desde hacía más de quince (15) años, con secuelas cardíacas, de presión arterial y de obstrucción de la circulación de las piernas.

El día trece (13) de agosto del presente año sufrió un infarto cardíaco que fuera atendido inicialmente por el Servicio de Emergencia Regional –SER- al cual se encuentra afiliado y trasladado a la clínica Pío XII –sic- del Seguro Social, donde no se le prestó la atención adecuada por falta de equipos y de personal especializado, por lo cual sus familiares optaron por trasladarlo de urgencia a la Clínica Comfamiliar. En este centro asistencial se le practicó de urgencia un cateterismo cardíaco, mientras se tramitaba ante el ISS la correspondiente autorización.

En la misma Clínica Comfamiliar se le ordenó un procedimiento de ANGIOPLASTIA Y STENT MEDICADO, ante lo cual la E.P.S. Seguro Social solamente autorizó la angioplastia con stent simple. Acotó que el STENT MEDICADO se requería debido a sus condiciones de salud, en especial por la diabetes avanzada, la hipertensión arterial que lo aquejaba a raíz del infarto y por presentar lesión excéntrica larga en arteria tortuosa, tal como se indicaba en la documentación médica que anexaba, donde además constaba que se trataba de una urgencia vital.

Adujo que la diferencia entre un stent simple y uno medicado, puede ser del orden de los $4.000.000 y que carecía de los recursos económicos para acceder a tal implemento.

Consideró violados sus derechos a la vida y a la salud, a la familia, al libre desarrollo de la personalidad por cuanto en las condiciones en que se encontraba, estaba impedido para realizar cualquier actividad productiva, social o recreativa.

Solicitó en concreto: (i) Que se ordenara a la E. P. S. SEGURO SOCIAL autorizar la realización y el pago del cateterismo cardíaco de diagnóstico que se practicó de urgencia en la Clínica Comfamiliar, (ii) La orden para que el Seguro Social autorice la realización de la ANGIOPLASTIA MÁS STENT MEDICADO que le fuera ordenado, y (iii) Ordenar el reconocimiento y cancelación por parte de la E. P. S. SEGURO SOCIAL  de todos los gastos médicos, clínicos, quirúrgicos y de cuidado intensivo que sean complementarios, necesarios y consecuenciales a los procedimientos antes mencionados, para lo cual, solicita que se tenga en cuenta que la Clínica del Seguro no cuenta con los equipos y profesionales capacitados para atender una urgencia como la que padece.  

3.- FALLO 

El señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional, al avocar el conocimiento de la acción impetrada por el señor ISA FAJURY accedió a lo por él solicitado y dispuso como medida de protección transitoria, que el Seguro Social autorizara de manera inmediata la orden para la ANGIOPLASTIA E IMPLANTE DE STENT MEDICADO EN CORONARIA DERECHA.

En su fallo, tuvo en cuenta que existían constancias en el sentido que el accionante ya había sido intervenido quirúrgicamente y se encontraba en recuperación; que era inobjetable el inminente quebranto en la salud del señor ISA FAJURY a consecuencia de su enfermedad cardiaca, lo que le había ocasionado incluso un infarto.  

Empero, se trataba de un hecho ya superado y de conformidad con jurisprudencia constitucional que cita, era pertinente declarar la improcedencia de la acción por haber desaparecido su objeto.

Se refirió a las otras pretensiones de la demanda, de carácter económico que buscaban el pago de los emolumentos gastados con ocasión de la atención que recibió el accionante en la Clínica Comfamiliar, y conceptuó que era tema que escapaba a la competencia en materia de tutela y por ende, debía ser ventilado ante las autoridades competentes, en particular, la jurisdicción laboral, encargada de dirimir los conflictos presentados entre las entidades de salud y sus afiliados.

En lo que hacía con los gastos médicos, quirúrgicos y de cuidado intensivo de carácter complementario que resultaren necesarios y consecuenciales al procedimiento ya realizado, era claro que por ser afiliado, el señor IZA FAJURY tenía derecho a ellos, pero dentro de los reglamentos establecidos por la Ley, conforme al amparo dispuesto en el Plan Obligatorio de Salud, salvo que el usuario acreditara incapacidad de pago para asumir el costo de los servicios NO POS que requiriera.

En consecuencia, negó la tutela por haber desaparecido el objeto de la misma. En cuanto a las otras peticiones, negó lo referido al reembolso, pero accedió en lo que concernía con el tratamiento futuro y aclaró que el mismo se prestaría dentro de los límites y condiciones legales indicados antes. 

4.- IMPUGNACIÓN

El señor Gerente del Instituto de los Seguros Sociales Seccional Risaralda muestra su inconformidad en concreto, contra el numeral tercero del fallo al considerar que el accionante no tiene porqué solicitar la cancelación de cuentas a los prestadores de servicios del Seguro, ya que entre ellos existe una relación contractual que le es ajena al actor y por ende, no podía por vía de tutela ordenarse tal pago.

Adicionalmente, solicita que se le faculte para recobrar ante el FOSYGA por el suministro del STENT MEDICADO que se encuentra por fuera del POS, el cual fuera autorizado en cumplimiento de la medida provisional ordenada por el Juzgado.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por el señor Gerente Seccional del Instituto de los Seguros Sociales contra el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En el primero de los tópicos de la de impugnación, encuentra la Sala que no hubo la suficiente claridad en la sentencia proferida, en lo que hacía referencia a la pretensión a la que se accedía, y de paso, resulta oportuno mencionar que sería deseable que por ser la parte resolutiva la que en realidad produce los efectos jurídicos que el fallo conlleva, se consigne de manera explícita en qué consiste la protección o la medida que se tome, porque tal como acontece en la providencia impugnada la alusión genérica a “acceder a la pretensión del numeral 3 del escrito de demanda, dentro de los límites y condiciones legales que se indicaron en la parte considerativa”; resulta una expresión imprecisa que genera las dudas e inconvenientes que plantea el recurrente.

Razón la asiste al Representante Legal de la entidad accionada, al señalar que no es la vía de tutela instrumento adecuado para ordenar los pagos que surjan con motivo de las relaciones contractuales que la E. P. S. Estatal sostenga con los prestadores del servicio, como aparentemente se desprende de la parte resolutiva de la sentencia al acceder a la pretensión en ese sentido elevada por el actor.

Estudiados los argumentos plasmados en la decisión atacada y que hacen referencia a la allí denominada “pretensión del numeral 3”, se advierte que ellos aluden única y exclusivamente a la obligación que tiene el Seguro Social de garantizar el tratamiento futuro que las condiciones de salud que presenta el actor requiera, y en ese sentido seguramente estaba dirigido el acápite pertinente de la parte resolutiva. En consecuencia, procederá la Sala a ACLARAR el numeral tercero del fallo, y se dirá que  se accede a la pretensión del actor, tan sólo en lo que hace referencia con el tratamiento futuro, que de manera obligada -dada su calidad de afiliado- se le debe suministrar al señor IZA FAJURY con ocasión de los problemas de salud referidos en la presente acción.

En el otro aspecto de la impugnación, resulta apenas lógico que en aras de garantizar el equilibrio financiero de la E. P. S. Seguro Social, se acceda a lo solicitado y se autorice el recobro ante el FOSYGA del valor del STENT MEDICADO, implemento NO POS que requirió el paciente y que fue ordenado como medida provisional por parte del señor Juez de primer grado. 

Resulta también oportuno, señalar el plazo para el desembolso por parte del FOSYGA tal como ha sido el criterio adoptado en otras decisiones de esta corporación. Para ello,  se seguirán los derroteros trazados en las sentencias T-295, T-753, T-754, T-755 de 2003 T-744 de 2004 y últimamente la T-300 de 2005, donde se consideró prudente fijar los términos del Código Contencioso Administrativo para que efectivamente se produzca el pago por parte del FOSYGA, toda vez que el decreto 1281 de 2002 que reglamente la materia, no acentúa lapsos claros para la materialización de los desembolsos a las EPS o ARP.

Entiende la Sala que mientras el legislador no fije un término distinto al señalado en el artículo 6º del Código Contencioso Administrativo para dar respuesta a las solicitudes elevadas ante la administración, conforme se infiere de la sentencia de constitucionalidad C-510 de 2004, el FOSYGA saldará sus obligaciones dentro del lapso general de quince (15) días.
Ese término es de obligatorio cumplimiento, aunque puede ser ampliado en forma excepcional y justificada, cuando la administración por razón de la naturaleza misma del asunto planteado, no puede dar respuesta oportuna. En este evento, así habrá de informarlo al peticionario, indicándole, además de las razones que la llevan a no pagar a tiempo, la fecha en que se estará dando cumplimiento, la cual deberá obedecer a parámetros de razonabilidad.
 
En consecuencia, se adicionará el fallo impugnado al facultar al Seguro Social para que recobre ante el FOSYGA los gastos en que incurrió por el suministro del STEN MEDICADO. Asimismo, se fijará un término de quince (15) días para que el FOSYGA proceda al pago, el cual se contará desde la radicación de la respectiva cuenta de cobro. Si no es posible el cumplimiento, deberá el FOSYGA -dentro de ese mismo lapso-, indicar los motivos de su incumplimiento y el plazo razonable en que se estará efectuando el pago respectivo, sin que el desembolso pueda exceder los seis (6) meses.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE el fallo proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con las MODIFICACIONES que a continuación se hacen:

SEGUNDO: Se ACLARA su numeral tercero, en el sentido que el Seguro Social deberá prestar al señor MARIO IZA FAJURY el tratamiento complementario que requiera y se desprenda de los padecimientos que obligaron a la interposición de la presente acción.

TERCERO:  RECONOCER al SEGURO SOCIAL E.P.S. el derecho a cobrar al Estado, a través del Fosyga, los gastos en que incurrió al suministrar el STENT MEDICADO que le fue ordenado al paciente; el FOSYGA dispondrá de quince (15) días para reconocer lo debido o indicar la fecha máxima en la cual lo hará, fecha que no podrá exceder de seis (6) meses una vez presentada la solicitud para el pago por la EPS.

CUARTO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario de la Sala
� Con respecto a la prórroga, al no existir un parámetro definido, pueden consultarse las sentencias T-076 de 1995, al igual que en las sentencias T-353 y T-672 de 1997, T-308, T309 y T-310 de 1998, entre otras.
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